PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del área que en cada caso se explícita informe sobre los siguientes aspectos vinculados a la existencia de viviendas sin registrar y/o construidas en violación de la Ley 11730 en el Departamento La Capital:

Ministerio Coordinador

1. Medidas adoptadas  por el Ministerio, por intermedio de las Subsecretarias de Municipios y de Comunas ante las denuncias públicas de la existencia de viviendas no registradas, estimadas en 20.000 en la ciudad de Santa Fe, situación que se traduce en una reducción en la recaudación y en la masa coparticipable a todos los municipios y comunas de la provincia.

2. Acciones desarrolladas ante la Municipalidad de la ciudad de Santa Fe, una de las partes responsables de la anomalía referida, y resultados obtenidos.

Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto

1. Medidas dispuestas por este Ministerio para verificar el cumplimiento de sus funciones de contralor por parte de los colegios profesionales de la arquitectura e ingeniería con incumbencias en la construcción de viviendas.

2. Tipo y cantidad de verificaciones efectuadas por los Colegios Profesionales a efectos de detectar construcciones ilegales y resultados de las mismas y acciones derivadas de las mismas.

3. Nómina de los profesionales sancionados por los colegios por construir viviendas incumpliendo las normativas vigentes.

Ministerio de Hacienda y Finanzas

1. Considerando el relevamiento aéreo efectuado hace pocos años en todo el territorio provincial y los contralores que le competen al Servicio de Catastro y Ordenamiento Territorial, dar cuenta de las acciones desarrolladas para detectar la existencia de viviendas no registradas y de los resultados obtenidos. Nómina del personal afectado a estas tareas.

2. Acciones desarrolladas por la Administración Provincial de Impuestos para detectar las viviendas construidas en la ilegalidad y la evasión fiscal consecuente. Nómina del personal afectado a estas tareas.

Unidad Ejecutora de Recuperación de la Emergencia Hídrica y Pluvial (u organismo al que se hayan asignado sus competencias y archivo de documentación)

1. Cantidad de Viviendas detectadas no registradas y/o en violación a lo dispuesto por la Ley Nº11.730.

2. Acciones desarrolladas una vez detectadas las anomalías.

3. Indicar si en estos casos se procedió al pago de indemnizaciones o resarcimientos a los propietarios de los inmuebles construidos en la ilegalidad, con indicación de los montos erogados en estos casos.

4. Dar cuenta si antes del pago de indemnizaciones o resarcimientos en los casos a que refiere el punto 3 se requirió dictamen de la Fiscalía de Estado y del Tribunal de Cuentas a efectos de analizar la legalidad y procedencia del desembolso. Adjuntar copia de los informes producidos por los organismos mencionados.

5. Indicar si en el caso de viviendas construidas en violación a la Ley Nº11.730 se concretaron resarcimientos o indemnizaciones y si se detectó si alguna de ellas (indicar cantidad) correspondían a planes de viviendas financiados total o parcialmente con fondos públicos. En este último caso dar cuenta de las acciones promovidas ante la malversación de fondos.

Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda

1. Acciones desarrolladas como Autoridad de Aplicación a efectos de garantizar el cumplimiento de la Ley Nº11.730.

2. Informar si ha sido notificado en forma fehaciente por parte de otros organismos del Estado Provincial, de municipalidades y comunas del Departamento La Capital, de la existencia de viviendas construidas en zonas inundables en violación a la Ley Nº11.730. En caso afirmativo dar cuenta de las acciones desarrolladas para revertir las anomalías detectadas.

3. Informar si ha verificado la construcción de viviendas correspondientes a planes financiados total o parcialmente con fondos provinciales en zonas inundables y aún sobre las defensas del Río Salado, y que medidas se han adoptado o promovido ante la situación.

Señor Presidente:

El dolor provocado por la catástrofe hídrica por el desborde del Río Salado sumió en la angustia a amplios sectores de la sociedad, angustia no solo anímica sino en muchos casos económica.

El diario El Litoral del 24 de setiembre de 2006 expresaba:

“Una Ciudad Paralela” “Santa Fe con unas 20.000 viviendas sin registrar” “El trabajo del Ente de la Reconstrucción desnudó una serie de irregularidades: en la zona oeste había unos 10.000 inmuebles no declarados. Pero desde Catastro y desde la Municipalidad se sostiene que ese número llegaría a duplicarse si se toma en cuenta todo el conglomerado. No hay políticas urbanas ni presupuesto para ponen fin a la situación.”

Esta realidad nos induce a un interrogante básico:

¿Nadie se dio cuenta de esto antes de la inundación? La respuesta en clara: todos lo sabían.

Lo sabían quienes usurparon tierras fiscales, los propietarios de las viviendas construidas en la ilegalidad, los profesionales que las construyeron evadiendo impuestos y aportes a los colegios profesionales, los agentes provinciales y municipales que debieron controlar y no lo hicieron, los que sabiéndolo permitieron, y aún permiten, las construcciones en zonas anegadizas, los que reciben fondos públicos para dar techo y lo hacen en los bañados o en las defensas contra inundaciones, los que debieron garantizar la aplicación de la Ley Nº11.730 y no lo hicieron, y muchos otros cuya enumeración sería demasiado extensa.

La reglamentación de la Ley Nº 11.730 se concreto tres años y medio después de su promulgación (aunque debe quedar claro que debió aplicarse aún sin reglamentación por ser una ley de la Provincia) lo que refleja la ausencia de interés en normalizar la situación.

Señores Diputados, no debemos pecar de inocentes. En todo esto hay intereses económicos y políticos de bajo nivel.

La demagogia nos ha invadido y nos hemos olvidado de diferenciar lo permitido de que lo que no está.

Muchos años de “tolerancia” de estas desviaciones ha tenido una patética derivación en las inundaciones. Muchos han muerto físicamente, otros han quedado con consecuencias traumáticas graves, muchos más sin casa y con daños graves en ésta y muchos otros padeceres que fueron indemnizados por una razón de solidaridad, pero fundamentalmente para evitar demandas en contra de los responsables.

El problema que planteamos no es anecdótico, implica considerar la responsabilidad de muchos funcionarios, actuales y anteriores, por incumplimiento de sus funciones, de las que pueden derivar imputaciones penales por los perjuicios patrimoniales que derivan de ello hacia el Estado Provincial y hacia los municipios y comunas afectados por la disminución de la masa coparticipable y hacia los propios vecinos.

Dar respuesta a los interrogantes planteados es imperativo para que la irregularidad no subsista, para que no existan nuevas víctimas por haber violado la Ley Nº 11.730, para que no perduren en sus cargos los agentes y funcionarios incompetentes y/o deshonestos, pero fundamentalmente para que recuperemos la vocación colectiva de cumplir la ley y desear un orden social justo donde cada uno haga uso de sus derechos sin avasallar los ajenos.

Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del p5resente proyecto.

